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RESUMEN. Este trabajo analiza la posición de la Unión Europea en relación a la 
sostenibilidad climática, en especial ante la regresión ideológica que hoy se advierte en 
torno a la Agenda 2030 y al propio cambio climático. A este fin se parte del marco 
jurídico originario y derivado de la Unión Europea sobre el clima, para luego analizar la 
adaptación de ésta al cambio climático (incluidas las medidas de mitigación adoptadas 
por la Unión), su específica financiación y su efectiva participación en la gobernanza 
global y regional al respecto; también se verá la incidencia en la Unión Europea de la 
litigación climática que se viene desarrollando desde hace años. Para terminar, se 
concluirá con unas consideraciones críticas acerca del futuro de la Unión en relación al 
cambio climático en esto tiempos de tantos cambios geopolíticos, y muy 
especialmente al amparo del Dictamen de la Corte Internacional de Justicia, de 23 de 
julio de 2025, sobre las obligaciones de los Estados al respecto del cambio climático. 
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ABSTRACT. This paper analyzes the European Union's position on climate 
sustainability, particularly in light of the ideological regression currently evident in 
relation to the Agenda 2030 and climate change itself. To this end, it starts from the 
original and derivative legal framework of the European Union on climate, and then 
analyzes its adaptation to climate change (including the mitigation measures adopted 
by the Union), its specific financing, and its effective participation in global and 
regional governance in this regard. It also looks at the impact on the European Union 
of the climate litigation that has been developing for years. Finally, it will conclude 
with some critical considerations about the future of the Union in relation to climate 
change in these times of so many geopolitical changes, and especially in light of the 
ruling of the International Court of Justice on July 23, 2025,  
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I. INTRODUCCIÓN: EL CLIMA EN LA AGENDA 2030 Y SU REGRESIÓN IDEOLÓGICA2 

El clima aparece específicamente en la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, 
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 25 de septiembre de 
2015, como su objetivo decimotercero: “adoptar medidas urgentes para combatir el 
cambio climático y sus efectos” (desde Europa, Fernández Barberis et al., 2022). Este 
objetivo transita, a su vez, a lo largo de casi todos los demás objetivos de la Agenda 
2030, en una relación de cierta dependencia mutua: fin de la pobreza (1º), hambre 
cero (2º), salud y bienestar (3º), agua limpia y saneamiento (6º), energía asequible y no 
contaminante (7º), trabajo decente y crecimiento económico (8º), industria, 
innovación e infraestructuras (9º), ciudades y comunidades sostenibles (11º), 
producción y consumo responsables (12º), vida submarina (14º) y de los ecosistemas 
terrestres (15º), y paz (16º)3. Ello evidencia, sin más, la importancia del clima para la 
humanidad, en general, como por las personas, en particular, al resultar crucial no ya 
para su progreso, sino para su mera subsistencia en abstracto, como para sus 
concretas condiciones de vida en su día a día (Portador García, 2020); y con ello, claro, 
la incidencia del clima al respecto de las instituciones públicas (en todos los niveles 
territoriales), por cuanto que objeto prioritario entonces de políticas públicas y marcos 
normativos adecuados en relación a tales condiciones, como a su relevancia última en 
la propia configuración funcional y teleológica de las mismas (así, para el caso extremo 
de Estados condenados a desaparecer territorialmente como consecuencia de la 
elevación del nivel del mar). De sostenibilidad climática cabría entonces hablar, a tenor 

 
2 El presente artículo se comenzó a trabajar de manera paralela a otro asimismo referido al cambio 
climático y la Unión Europea, y de ahí sus posibles coincidencias en no pocos aspectos; con todo, este 
otro trabajo tiene por objeto específico la litigación jurídica en la Unión Europea, y verá la luz como 
capítulo del libro colectivo El clima en juicio: antología del litigio climático en Europa y América Latina 
que está dirigiendo Giacomo Palombino en el ámbito investigador y editorial del Centro de Estudios 
Políticos y Constitucionales. Por otra parte es que, y una vez escritas buena parte de este artículo, se ha 
aprobado el Dictamen u opinión consultiva  de la Corte Internacional de Justicia de La Haya, de 23 de 
julio de 2025, acerca de las obligaciones de los Estados al respecto del cambio climático; una resolución 
jurídica ésta de especial trascendencia para estas páginas, lo que me ha llevado con considerarla no 
como mero apéndice o coda de éstas, sino como parte de las mismas, sin perjuicio de su limitado 
análisis (al no ser ello el objeto principal de este trabajo). 
3 En este sentido, Martínez Solimán y Conceiçao (2017), y, especialmente, Gil Cerezo (2021, 55-72). 
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de la responsabilidad de los poderes públicos a la hora de gestionar una adecuada 
capacidad de equilibrio entre la actividad humana y los factores que alteran el clima a 
fin de asegurar un futuro habitable, a la par que permitir el desarrollo económico y 
social.  

Lo anterior también evidencia la naturaleza global y sistémica del cambio climático. Y 
es que, más allá de la condición por sí global, universal, del clima, los demás factores 
implicados en la Agenda 2030 con la sostenibilidad climática (según se ha señalado) 
asimismo resultan globales al depender sistémicamente, en gran medida, del modelo 
económico que con la globalización se ha impuesto a nivel mundial, al margen de que 
hoy dicho modelo se nos presente en aparente crisis a tenor de las políticas 
proteccionistas que se impulsan desde la nueva Administración Trump4; y hablo de 
“aparente crisis”, por cuanto que dichas políticas no vienen, realmente, sino a exaltar 
el patrón neoliberal y tecnológico que desde EE.UU. ha venido impulsado 
precisamente la globalización desde hace décadas. Lo más, si acaso, que quepa 
hablarse hoy de cierta fractura de la globalización, ante la posibilidad de que las 
afinidades geopolíticas y económicas empuje a dos grandes bloques globales 
respectivamente liderados por EE.UU. y China (Balaguer Callejón, 2025, 75-89). Pero 
de manera paralela a tales políticas es que venga a adoptarse también respuestas en 
contra de medidas previamente tomadas ante el cambio climático, como es el caso de 
la salida de EE.UU. del Acuerdo de París a comienzos de 2025 (nuevamente, en 
realidad, dada la revocación por Biden de la primera salida ya producida durante el 
primer mandato de Trump en 2019); y ello después de un nuevo año en el que la 
temperatura media del planeta ha vuelto a subir y los fenómenos atmosféricos 
extremos siguen intensificándose, por más que no pocos nieguen el cambio climático 
en una especie de cruzada revisionista ideológica que alcanza, de igual manera, a la 
íntegra Agenda 20305. De este modo, frente al desarrollo de una conciencia sobre el 
progreso humano y la protección del medio ambiente y el cambio climático en post de 
una mayor implicación política y jurídica ante el mismo, es que se acabe advirtiendo 
una respuesta en contra, negando el cambio climático, y por tanto frente a cualquier 
tipo de medida destinada a combatirlo y/o controlar sus efectos, y en particular 
cuando ello pueda suponer obligaciones o limitaciones a particulares y empresas (Egea 
García, 2023, 58-65). Ello es parte de un movimiento ideológico revisionista dirigido a 
desmontar buena parte de los progresos que en materia social se han ido definiendo 
desde el siglo pasado (despectivamente calificados como woke), y entre los que 
precisamente se incluye la referida Agenda 2030; y un movimiento que, desde el 
programa político de no pocos partidos que prosperan a nivel mundial, incluida 
Europa, termina por tomar presencia y dirección en las instituciones representativas 
de los Estados, como acontece hoy en los mismos EE.UU. Por tanto, es que podamos 
hablar de cierta regresión ideológica hoy en relación a lucha contra el cambio 

 
4 Ya, Rivera y Peña Valencia (2024, 11817-11833). 
5 Muestras de ello son los limitados compromisos alcanzados en la muy reciente Cuarta Conferencia 
Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo celebrada, entre junio y julio de 2025, en Sevilla; o 
la suspensión en estos días de las negociaciones para lograr el primer tratado contra la contaminación 
por plásticos. 
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climático, en particular, como al respecto de la propia Agenda 2030, de manera 
general6. 

En este escenario distópico, entonces, ¿qué papel juega la hoy debilitada Unión 
Europea? Y decimos “debilitada” porque la Unión Europea no pasa por su mejor 
momento a nivel geoestratégico e interior, y en especial al respecto de su relación con 
EE.UU. (sin más, la apocada posición de la Unión ante éstos en la negociación de los 
aranceles este verano). La pasada crisis económica, junto con la posterior del COVID y 
de la guerra de Ucrania, y su dependencia militar, energética y tecnológico-digital, 
además del empuje también en Europa de fuerzas políticas iliberales y su debilidad 
constitucional, abocan a una Unión frágil especialmente en el contexto mundial; 
incluso, de una Unión Europea en busca de identidad cabría hablarse hoy a la vista del 
debate abierto en torno a una defensa de la misma al margen de unos EE.UU. cada día 
más alejados de ésta7. Sin embargo, con todo, una Unión Europea con un mercado lo 
suficientemente fuerte aún como para poder influir en la ordenación de algunos 
sectores del espacio global (como el de los datos personales, a tenor del llamado 
efecto Bruselas)8. Desde esta perspectiva, como desde la propia e intensa actividad 
que sobre el clima ha desarrollado la Unión Europea durante años (sin ir más lejos, al 
respecto de la anterior Agenda 2019 y del Acuerdo de París), permiten especular, al 
menos, con que ésta pueda seguir protagonizando un rol principal ante el cambio 
climático. 

Por otra parte, es que de tiempo se asista también a una auténtica ofensiva 
jurisdiccional en torno a la protección del medioambiente y al respecto del cambio 
climático, viniendo los jueces a obligar, no ya a los particulares, sino a los propios 
Estados a tomar medidas efectivas en relación a ambas materias; y ello, a partir de la 
petición, en no pocos casos, de la tutela judicial por personas ante el cambio climático, 
en un fenómeno que ya se conoce como litigación climática (p.e., Calderón Argüello, 
2024, 291-310). En este sentido, precisamente, se advierte el potencial impacto del 
reciente opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia de La Haya, de 23 de 
julio de 2025, acerca de las obligaciones de los Estados al respecto del cambio 
climático, en el que, al amparo del Derecho internacional, se afirma la responsabilidad 
jurídica de aquéllos en tal sentido. Así, y frente la creciente presión ideológica contra el 
cambio climático, ¿cómo podría llegar a incidir este Dictamen en la Unión Europea a la 
vista de su sujeción al marco jurídico internacional, en general, y al respecto a la lucha 
climática, en particular?  

A fin de examinar la posición europea en relación a la sostenibilidad climática, vamos a 
partir en estas páginas del marco jurídico originario y derivado de la Unión Europea 
sobre el clima, para luego analizar la adaptación de ésta al cambio climático (incluidas 
las medidas de mitigación adoptadas por la Unión), su específica financiación y su 
efectiva participación en la gobernanza global y regional al respecto; también se verá 
la incidencia en la Unión Europea de la litigación climática que se viene desarrollando 
desde hace años, para terminar, claro, con unas consideraciones finales y críticas 
acerca del futuro de la Unión en relación al cambio climático en esto tiempos de tantos 

 
6 De interés, Quintana-Pujalte y León-Moral (2025). 
7 Sobre esto, Bar Cendón (2025). 
8 Bradford (2020). 
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cambios geopolíticos, y muy especialmente al amparo del señalado Dictamen de la 
Corte Internacional de Justicia de La Haya de 23 de julio de 2025. 

 

II. MARCO JURÍDICO Y ESTRATÉGICO DE LA UNIÓN EUROPEA EN RELACIÓN AL 
CAMBIO CLIMÁTICO 

Sin perjuicio del análisis detallado del marco jurídico vigente de la Unión Europea al 
respecto del cambio climático que luego sigue, éste encuentra su origen más directo, 
además de en los precedentes europeos de su Derecho medioambiental, en la 
Decisión del Consejo 94/69/CE, de 15 de diciembre de 1993, relativa a la celebración 
de la Convención Marco sobre el Cambio Climático (adoptada el 9 de mayo de 1992 en 
Nueva York), y en la Decisión también del Consejo 2002/358/CE, de 25 de abril de 
2002, por la que se aprueba ahora el Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (11 de diciembre de 1997, y que 
entraría en vigor el 16 de febrero de 2005), a partir de la cual tanto la Unión, como sus 
Estados miembros, quedaban sujetos, de forma conjunta, a la obligación de reducir sus 
emisiones antropogénicas globales de los gases de efecto invernadero, para el período 
comprendido entre 2008 y 2012, en un 8 % con relación a los niveles de 1990. 

 

1. El Tratado de la Unión Europea y el Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea 

Bajo el paraguas abstracto de la sostenibilidad y el medio ambiente, que no 
expresamente del clima (aunque a la postre quepa deducirse de ello), el Tratado de la 
Unión Europea declara la decisión de la Unión por “promover el progreso social y 
económico […] teniendo en cuenta el principio de desarrollo sostenible […] y la 
protección del medio ambiente” (Preámbulo); y en tal sentido que luego incida, como 
unos de sus fines, en el “desarrollo sostenible de Europa” y en un “nivel elevado de 
protección y mejora de la calidad del medio ambiente” (art. 3.3), junto a su 
contribución “a la paz, la seguridad [y] el desarrollo sostenible del planeta” (art. 3.5). 
Además, tampoco se ha de olvidar el compromiso manifiesto de la Unión con el 
fomento de “la solidaridad entre las generaciones” (nuevamente, art. 3.3), lo que 
obviamente redunda en relación a la sostenibilidad climática. 

Por otra parte, y a nivel competencial, el Tratado de la Unión Europea reconoce la 
capacidad de la Unión al respecto de la acción exterior de ésta en relación al 
“desarrollo sostenible en los planos económico, social y medioambiental de los países 
en desarrollo” (art. 21.2.d), así como a “contribuir a elaborar medidas internacionales 
de protección y mejora de la calidad del medio ambiente y de la gestión sostenible de 
los recursos naturales mundiales, para lograr el desarrollo sostenible” (art. 21.2.f). 

En línea y desarrollo de lo anterior es que el artículo 11 del Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea considere ahora “la protección del medio ambiente” como 
parámetro vinculante en la “definición y en la realización de las políticas y acciones de 
la Unión, en particular con objeto de fomentar un desarrollo sostenible”. Y a tales 
efectos que sus artículos 191 a 193 vengan a regular y delimitar la acción de ésta al 
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respecto del medio ambiente: de un lado, fijando sus objetivos, y entre los cuales se 
encuentra, expresamente, “la lucha contra el cambio climático” (art. 191.1)9; de otro, 
la capacidad de la Unión para definir su política ambiental (art. 191.2)10, las acciones a 
emprender (art. 192.1) y la concreción de sus “objetivos prioritarios” (art. 192.3), así 
como de los Estados al respecto de la financiación y ejecución de dichas acciones (art. 
192.4); también, se reconoce un deber de colaboración a nivel internacional (art. 
191.4) y el “principio de quien contamina paga” (art. 192.5); y por último, la posibilidad 
de que los Estados puedan adoptar “medidas de mayor protección” en materia medio 
ambiental (art. 193)11.  

Por otra parte, y de manera específica y sectorial, al margen del mercado (arts. 26 y 
27) y de la libre circulación de mercancías (arts. 28 y 29), es que el Tratado de 
Funcionamiento de la Unión Europea asimismo regule la intervención de la Unión al 
respecto de materias que, sin ser directamente relativas a la sostenibilidad climática, sí 
que acaban incidiendo en ella: agricultura y pesca (arts. 38 ss.), transporte (arts. 90 
ss.), salud pública (art. 169), industria (art. 173), investigación y desarrollo tecnológico 
(arts. 179 ss.), o energía (art. 194). Y también la especial relevancia que para el clima 
supone su dimensión global (nuevamente art. 191.2 y 4), y de ahí la importancia al 
respecto de la acción exterior de la Unión (arts. 205 ss.), además de la adopción de 
acuerdos internacionales (arts. 216 ss.) y una adecuada cooperación internacional 
(arts. 220 y 221). 

 

2. La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea 

Sin perjuicio del cuadro de objetivos, competencias y funciones de la Unión Europea 
recién referido, el cambio climático asimismo afecta directa e indirectamente a los 
derechos de las personas, tal como la incesante litigación climática nos muestra al 
recurrirse jurisdiccionalmente ante tribunales nacionales e internacionales acciones 
públicas que por acción u omisión acaban incidiendo en derechos de las personas 

 
9 “La política de la Unión en el ámbito del medio ambiente contribuirá a alcanzar los siguientes 
objetivos: la conservación, la protección y la mejora de la calidad del medio ambiente, la protección de 
la salud de las personas, la utilización prudente y racional de los recursos naturales, el fomento de 
medidas a escala internacional destinadas a hacer frente a los problemas regionales o mundiales del 
medio ambiente y en particular a luchar contra el cambio climático”. 
10 “En la elaboración de su política en el área del medio ambiente, la Unión tendrá en cuenta: los datos 
científicos y técnicos disponibles, las condiciones del medio ambiente en las diversas regiones de la 
Unión, las ventajas y las cargas que puedan resultar de la acción o de la falta de acción, el desarrollo 
económico y social de la Unión en su conjunto y el desarrollo equilibrado de sus regiones” (art. 191.3). 
11 De este modo es que la competencia de la Unión Europea al respecto de la sostenibilidad climática 
derive fundamentalmente del medio ambiente (aun cuando no sean títulos totalmente coincidentes), a 
la vez que, al no ser expresamente exclusiva, acabe por ser subsidiaria a la de los Estados (art. 5.3 TUE). 
La Unión Europea puede establecer, de esta forma, los objetivos y el marco general para la acción 
climática, mientras que los Estados mantienen cierta flexibilidad para decidir cómo alcanzar tales 
objetivos, siempre y cuando sus acciones sean coherentes con el marco que establezca la Unión; otra 
cosa es, claro, la mayor convergencia que al final puede suponer la común vinculación de los Estados 
europeos y la propia Unión Europea al Derecho internacional al respecto del cambio climático (por 
ahora, el referido Protocolo de Kyoto), y a la vista de la interpretación que del mismo están haciendo los 
Tribunales tanto a nivel nacional, como supranacional e internacional; acerca de ello, volveremos al final 
de estas páginas. Sobre esto último, de interés, De Vilchez Moragues y Fernández Egea (2024, 213-238). 
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(Jiménez García, 2023). En tal sentido, el compromiso expreso de la Unión Europea con 
los derechos de las personas a la luz del Tratado de la Unión Europea (arts. 2, 3.3, 3.5, 
especialmente 6, 21.1 y 21.2.b), así como al respecto de la solidaridad entre 
generaciones (otra vez art. 3.3), se postula, si no como título de la actuación de la 
Unión (al no suponer competencia propia, conforme art. 6.1), sí que como base de la 
adecuación de la acción de ésta ante aquéllos.  

Desde esta perspectiva asume, al respecto de la sostenibilidad climática, particular 
relevancia la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea al delimitar 
jurídicamente, y en tanto que Derecho originario de la Unión (otra vez art. 6.1 TUE), la 
actuación de la Unión Europea (art. 51.1 CDFUE). Y es que algunos derechos de la 
misma se ven ya afectados por el cambio climático, como por ejemplo el derecho a la 
vida (art. 2.1) y la protección de la salud (art. 35), y, cómo no, al medio ambiente (37); 
o al tiempo, incluso, la libertad de circulación y de residencia (art. 45), a tenor de cómo 
el cambio extremo que del clima de algunas regiones de Europa quepa darse origine, a 
su vez, un consiguiente movimiento masivo de europeos a otras regiones con climas 
menos hostiles.    

 

3. El Acuerdo de París 

Al hilo de la diplomacia verde (Fajardo, 2021) a la que los Tratados fundacionales 
abocan a la Unión Europea (según lo señalado arriba y conforme más adelante se 
vuelva a ver), el Consejo vino, mediante Decisión (UE) 2016/1841 de 5 de octubre de 
2016, a celebrar, en nombre de la Unión Europea, el Acuerdo de París aprobado en la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático de 2015 (a la par 
que también era firmado por los Estados miembros). El Acuerdo vendría, una vez 
entrado en vigor en noviembre de 2016, a entrañar “derechos y obligaciones” para la 
Unión Europea (art. 217 TFUE). En tal sentido, tal Acuerdo ha sellado, desde entonces, 
el compromiso internacional de la Unión Europea al respecto del objetivo principal de 
mantener el aumento de la temperatura media mundial por debajo de 2° C con 
respecto a los niveles preindustriales, además de mantener los esfuerzos para que no 
se sobrepase los 1,5° C. A estos efectos la Unión Europea, junto con sus Estados12, se 
obligó a reducir sus emisiones y abordar el cambio climático mediante el equilibrio 
entre dichas emisiones y la absorción por los sumideros, estableciendo así metas de 
reducción de emisiones. También se ha comprometido a cooperar y asistir a los países 
en desarrollo, en especial proporcionando recursos financieros a estos países para 
apoyar sus esfuerzos tanto en mitigación, como en adaptación. 

 

4. El Pacto Verde Europeo como estrategia de crecimiento sostenible 

Asimismo, al amparo de los Tratados de la Unión Europea y de Funcionamiento de 
ésta, como del propio Acuerdo de París, es que el Parlamento Europeo adoptara, en 
resolución de 28 de noviembre de 2019, la “emergencia climática y medioambiental” 

 
12 P.e.: Barquín, (2017, 99-110), Pérez De Las Heras (2018) y Lucas Garín (2019, 195-226). 
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en Europa y a nivel global, pidiendo asimismo a la Comisión Europea que garantizara 
que todas sus propuestas legislativas y presupuestarias tiendan, a partir de ese 
momento, al objetivo de limitar el calentamiento global a un máximo de 1,5° C. 
También en una segunda resolución el Parlamento instó a la Unión Europea a que 
presentara una estrategia específica a fin de lograr la neutralidad de las emisiones tan 
pronto como le fuera posible, y para 2050 a más tardar, así como una reducción de las 
emisiones de gases de efecto invernadero del 55% para 2030; y en este sentido es que 
la Comisión Europea presentara en diciembre de 2019 el Pacto Verde Europeo, como 
hoja de ruta para que Europa se convierta en un continente neutral para el clima en 
205013. 

El Pacto es una estrategia de crecimiento para una economía de la Unión sostenible, 
más limpia, segura y saludable, para lo que se fijan las metas de neutralidad climática 
para 2050, reducción de emisiones para 2030 (una reducción neta de las emisiones de 
gases de efecto invernadero de al menos un 55 % para 2030, en comparación con los 
niveles de 1990), y una economía circular (reduciendo residuos, reutilizando materiales 
y fomentando una producción sostenible). Reconociendo la inmediatez de la necesidad 
de actuar, se estableció una Hoja de Ruta y diversas Áreas de Actuación con acciones 
concretas en sectores como energía limpia (mediante el fomento de las energías 
renovables y eficiencia energética), industria sostenible (con prácticas industriales que 
reduzcan el impacto ambiental), construcción y renovación de edificios (mejorando la 
eficiencia energética en los edificios y fomentando la construcción sostenible), 
movilidad sostenible (fomentando un transporte de cero emisiones y la movilidad 
activa), biodiversidad (mediante la protección y recuperación de la biodiversidad y los 
ecosistemas), alimentos, con el objetivo “De la Granja a la Mesa” (promoviendo 
sistemas alimentarios sostenibles), contaminación (reducción de la contaminación del 
aire, el agua y el suelo), y acción por el clima (con medidas para la mitigación y 
adaptación al cambio climático). 

Por otro lado se previó: un “Mecanismo para una Transición Justa”, apoyando a las 
regiones de la Unión que dependieran en gran medida de actividades intensivas en 
carbono, asegurando que la transición ecológica fuera socialmente equilibrada y justa); 
un dispositivo de inversión y financiación sostenible, movilizando inversiones públicas 
y privadas hacia proyectos sostenibles; la promoción de la investigación y el fomento 
de la innovación; el impulso del liderazgo de la Unión Europea en la lucha mundial 
contra el cambio climático; el fomento de la participación ciudadana, dando voz a los 
ciudadanos y a las partes interesadas en el diseño de nuevas acciones por el clima; y el 
refuerzo de un marco legal adecuado a través de una Ley del Clima (con la que alcanzar 
la neutralidad climática) y un paquete de medidas con el que reducir las emisiones al 
menos un 55 % para 2030. 

 

5. La Ley Europea del Clima 

La Ley Europea del Clima [Reglamento (UE) 2021/1119 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 30 de junio de 2021, por el que se establece el marco para lograr la 

 
13 Pérez De Las Heras (2020, 117-141) y Rando Burgos (2020). 
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neutralidad climática y se modifican los Reglamentos (CE) n.o 401/2009 y (UE) 
2018/1999] vino finalmente a convertir en Derecho positivo el objetivo establecido en 
el referido Pacto Verde Europeo sobre la neutralidad climática de la economía y la 
sociedad europeas para 2050 (lograr cero emisiones netas de gases de efecto 
invernadero para el conjunto de los países de la Unión), además del objetivo 
intermedio de reducir las emisiones netas de gases de efecto invernadero para 2030 
(al menos un 55 %, en comparación con los niveles de 1990)14. La Ley pretende así 
garantizar que todas las políticas de la Unión Europea contribuyan a dicho objetivo 
principal, a la par que todos los sectores de la economía y la sociedad participen a tales 
efectos. En este sentido la Ley Europea del Clima marca los siguientes objetivos: fijar 
un rumbo a largo plazo de neutralidad climática para 2050, afectando a todas las 
políticas de la Unión, a la par que de una forma socialmente justa y rentable; 
establecer objetivos más ambiciosos para 2030, a fin de situar a Europa en una senda 
responsable hacia dicha neutralidad climática; crear un sistema de seguimiento de los 
avances, para así adoptar nuevas medidas en caso necesario; proporcionar 
previsibilidad a los inversores y otros agentes económicos; y garantizar que la 
transición hacia la neutralidad climática sea irreversible. 

De este modo, y como elementos clave de la Ley Europea del Clima, destaca: primero, 
cómo la Ley juridifica el objetivo de cero emisiones netas de gases de efecto 
invernadero para 2050, creando la obligación para las instituciones de la Unión y los 
Estados miembros de adoptar las medidas que sean necesarias, si bien promoviendo la 
equidad y la solidaridad entre los Estados miembros; segundo, la previsión por la Ley 
de un seguimiento de los avances al respecto, así como la necesidad de ajustar 
acciones en consecuencia en base al procedimiento de gobernanza de los planes 
nacionales de energía y clima de los Estados, los informes periódicos de la Agencia 
Europea de Medio Ambiente y las últimas pruebas científicas sobre el cambio climático 
y sus efectos (los avances se revisarán cada cinco años, al hilo de la evaluación global 
prevista en el Acuerdo de París); tercero, la fijación por la Ley de la reducción de las 
emisiones netas de gases de efecto invernadero en al menos un 55 % para 2030, 
respecto a los niveles de 1990 (además de un proceso para fijar un ulterior objetivo 
climático para 2040); y cuarto, la creación del Comité Científico Consultivo Europeo 
sobre el Cambio Climático, para que proporcione asesoramiento científico 
independiente15. 

 

6. La estrategia de adaptación al cambio climático de la Unión Europea 

Por otra parte, el 24 de febrero de 2021 la Comisión Europea comunicaba al 
Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de 

 
14 Benavides Marzal (2022, 169-192). 
15 Por cierto, en 2023 la Comisión Europea evaluó por primera vez los avances hacia los objetivos de 
neutralidad climática y adaptación, tal como exige la Ley Europea del Clima, siendo publicados los 
resultados como parte del Informe de Progreso de la Acción por el Clima 2023. La Comisión consideró 
que los avances hacia el objetivo de neutralidad climática resultaban insuficientes, requiriéndose 
reducciones significativas de las emisiones en sectores como edificios y transporte, además de advertir 
cierta lentitud en otros, como agricultura, e incluso retrocesos como es en el caso del sumidero de 
carbono (uso del suelo, cambio de uso del suelo y silvicultura. 
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las Regiones una nueva estrategia de adaptación al cambio climático de la Unión 
(COM(2021) 82 final): “Forjar una Europa resiliente al cambio climático”. En ella se 
expresaba, y ante la urgencia de la situación climática en Europa, no ya un programa 
político sobre cómo alcanzar la sostenibilidad climática (tal como se había expresado 
fundamentalmente en el llamado Pacto Verde), sino (y de manera paralela a lo 
anterior) cómo adaptar la Unión al negativo impacto que el cambio climático ya estaba 
dando muestras aquí; y es que, aún deteniéndose todas las emisiones de gases de 
efecto invernadero en tal momento, hubieran seguido (siguen y seguirán) 
produciéndose impactos climáticos negativos, de ahí que se propusiera una Unión más 
resiliente ante el cambio climático16. A tales efectos se partió del consenso mundial 
sobre la importancia de la adecuada adaptación a los efectos inevitables del cambio 
climático, y en continuidad con la anterior Estrategia de adaptación de 2013, 
planteándose ahora favorecer una adaptación más inteligente, más sistémica y más 
rápida, además de intensificar la acción internacional de la Unión. 

En cuanto a que la adaptación de la Unión Europea sea más inteligente (en post de una 
mayor eficiencia), se parte de la necesidad mejorar el conocimiento y la gestión de la 
incertidumbre que genera el cambio climático, mediante la expansión de las fronteras 
del conocimiento sobre la adaptación a éste. Y es que se puede facilitar la toma de 
decisiones y las actuaciones frente a la incertidumbre climática mediante su 
fundamentación en una ciencia más avanzada con la que entender mejor las 
interdependencias entre el cambio climático, los ecosistemas y los servicios que éstos 
prestan. También son necesarios más y mejores datos sobre riesgos y pérdidas 
relacionados con el cambio climático, para lo que deberían registrarse, recopilarse y 
compartirse de manera amplia y armonizada los datos del sector privado y del sector 
público al respecto. 

De otro lado, se propuso una adaptación más sistémica, mediante el apoyo y el 
desarrollo de políticas en todos los niveles y sectores. Dado que el cambio climático 
está teniendo un impacto generalizado en todas las esferas, la respuesta europea ha 
de ser así sistémica. Para ello es necesario mejorar las estrategias y los planes de 
adaptación, para lo que han de basarse en la referida “ciencia más avanzada”, además 
de un adecuado seguimiento, notificación y evaluación con el que medir y valorar los 
progresos en materia de adaptación. Asimismo se decidió fomentar una resiliencia 
local, individual y justa (al considerar que la acción a escala local es la piedra angular 
de la adaptación), y promover soluciones de adaptación basadas en la naturaleza. 
Entre las medidas previstas para dicha adaptación, se propuso acciones en sectores 
vulnerables al cambio climático, como son la agricultura, los sistemas hídricos, la 
seguridad alimentaria y los ecosistemas. 

Respecto a la dimensión temporal de la adaptación de la Unión Europea al cambio 
climático, es que ésta decidiera también acelerar tal adaptación en todos los ámbitos 
mediante la reducción de riesgos relacionados con el mismo. En este sentido se acordó 
potenciar mejor las sinergias sobre reducción y prevención de desastres, así como 
preparar el parque inmobiliario para resistir potenciales impactos del cambio 
climático. 

 
16 De interés, Campins Eritja (2025, 67-99). 
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Por último está la intensificación de la acción de la Unión Europea a nivel internacional 
para la resiliencia frente al cambio climático, conforme al liderazgo que hasta ese 
momento había venido mostrando la Unión a nivel mundial en relación a la mitigación 
del cambio climático. Al respecto se propuso incrementar la financiación internacional 
para aumentar la resiliencia frente aquél, además de fortalecer el compromiso 
europeo y los intercambios mundiales en materia de adaptación. 

 

7. Otras medidas para la mitigación del cambio climático en la Unión Europea: el 
Paquete “Objetivo 55” y el “Green Data” 

A la luz del Parto Verde, por Paquete de medidas “Objetivo 55” se conoce un conjunto 
de propuestas encaminadas a revisar y actualizar la legislación de la Unión Europea a 
fin de poner en marcha diversas iniciativas con las que ajustar las políticas europeas a 
los objetivos climáticos previamente acordados, y en particular la referida reducción 
de las emisiones en al menos el 55 % para 203017. Dentro de aquéllas se incluye: 

- La actualización a tales objetivos del Régimen de Comercio de Derechos de Emisión 
de la Unión Europea [Directiva 2003/87/CE por la que se establece un régimen para el 
comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero en la Unión 
Europea], mediante las Directivas (UE) del Parlamento Europeo y del Consejo 
2023/958 (de 10 de mayo de 2023 por la que se modifica la Directiva 2003/87/CE en lo 
que respecta a la contribución de la aviación al objetivo de la Unión de reducir las 
emisiones en el conjunto de la economía y a la adecuada aplicación de una medida de 
mercado mundial) y 2023/959 (de 10 de mayo de 2023 que modifica la Directiva 
2003/87/CE por la que se establece un régimen para el comercio de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero en la Unión y la Decisión (UE) 2015/1814, 
relativa al establecimiento y funcionamiento de una reserva de estabilidad del 
mercado en el marco del régimen para el comercio de derechos de emisión de gases 
de efecto invernadero en la Unión)]18. 

- El Reglamento de Reparto del Esfuerzo [Reglamento (UE) 2023/857 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 19 de abril de 2023 por el que se modifica el Reglamento 
(UE) 2018/842 sobre reducciones anuales vinculantes de las emisiones de gases de 
efecto invernadero por parte de los Estados miembros entre 2021 y 2030 que 
contribuyan a la acción por el clima, con objeto de cumplir los compromisos contraídos 
en el marco del Acuerdo de París, y el Reglamento (UE) 2018/1999]19. 

 
17 P.e. Mercado Sáez (2023, 141-162) o Salinas Alcega (2024, 159-201). 
18 Este Régimen consiste en un sistema de “limitación y comercio” que fija un límite a la cantidad total 
de emisiones permitidas de gases de efecto invernadero y obliga a las instalaciones a entregar 
suficientes derechos de emisión para cubrir sus emisiones. 
19 Con este Reglamento y sus reformas se establecen objetivos nacionales de reducción de emisiones 
para sectores no cubiertos por el Régimen de Comercio de Derechos de Emisión, como el transporte 
nacional (excluyendo la aviación), la construcción, la agricultura, los residuos y las pequeñas 
instalaciones industriales de la Unión Europea; con ellas se busca reducir las referidas emisiones en un 
40 % para 2030, con respecto a los niveles de 2005. 
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- La actualización del Reglamento sobre el uso de la tierra, el cambio de uso de la tierra 
y la silvicultura [Reglamento (UE) 2023/839 del Parlamento Europeo y del Consejo de 
19 de abril de 2023 por el que se modifica el Reglamento (UE) 2018/841 en lo que 
respecta al ámbito de aplicación, la simplificación de las normas de notificación y 
cumplimiento y el establecimiento de los objetivos de los Estados miembros para 
2030, y el Reglamento (UE) 2018/1999 en lo que respecta a la mejora del seguimiento, 
la notificación, el seguimiento de los avances y la revisión], estableciendo un objetivo 
de absorción neta de carbono por los sumideros naturales de 310 millones de 
toneladas equivalentes de CO2 para 203020. 

- Actualización de estándares de emisiones de CO₂ más estrictos para vehículos, a la 
vista del alcance del transporte por carretera en la Unión Europea (el 71,7 % de la 
cuarta parte de dichas emisiones en 2019), en particular para vehículos nuevos 
[Reglamento (UE) 2023/851 del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de abril de 
2023 por el que se modifica el Reglamento (UE) 2019/631 en lo que respecta al 
refuerzo de las normas de comportamiento en materia de emisiones de CO2 de los 
turismos nuevos y de los vehículos comerciales ligeros nuevos, en consonancia con la 
mayor ambición climática de la Unión]21. Asimismo, al tiempo, se han previsto nuevos 
estándares de reducción de emisiones para los vehículos pesados [Reglamento (UE) 
2024/1610 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de mayo de 2024, por el que 
se modifica el Reglamento (UE) 2019/1242 en lo que respecta al refuerzo de las 
normas de comportamiento en materia de emisiones de CO2 para vehículos pesados 
nuevos y al establecimiento de obligaciones de comunicación, se modifica el 
Reglamento (UE) 2018/858 y se deroga el Reglamento (UE) 2018/956].  

- Fomento de las energías renovables, aumentado la cuota de las mismas en el 
consumo total de energía de la Unión Europea hasta el 42,5 % de aquí a 2030, y con un 
complemento indicativo adicional del 2,5 % que permitirá alcanzar el objetivo del 45 % 
[Directiva (UE) 2023/2413 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de octubre de 
2023, por la que se modifican la Directiva (UE) 2018/2001, el Reglamento (UE) 
2018/1999 y la Directiva 98/70/CE en lo que respecta a la promoción de la energía 
procedente de fuentes renovables y se deroga la Directiva (UE) 2015/652 del Consejo]. 
En este marco también cabría encuadrar el controvertido “Plan REPowerEU” 
[Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo, al Consejo, 
al Comité Económico y Social Europeo y al Comité Europeo de las Regiones, “Plan 
REPowerEU”, 18 de mayo de 2022, COM(2022) 230 final], con el fin de reducir la 
dependencia de combustibles fósiles hacia una energía limpia, a la par que, y 
especialmente, de las importaciones rusas de gas, petróleo y carbón en post de un 
sistema energético más resiliente22.  

- Mejora de la eficiencia energética a fin de reducir de manera efectiva las emisiones 
en la Unión Europea de gases de efecto invernadero y alcanzar así la neutralidad 

 
20 Lo que suponía aumentar en un 15 % sus sumideros de carbono. Los Estados miembros son los 
responsables de cuidar y ampliar sus respectivos sumideros de carbono. 
21 A fin de que todos los turismos y furgonetas nuevos vendidos en la Unión a partir de 2035 sean 
vehículos de cero emisiones. 
22 Decimos “controvertido”, pues fue con ocasión del mismo cuando la Unión Europea recupera el apoyo 
a la energía nuclear; sobre éste, Pérez De Las Heras (2024). 
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climática en diversos sectores [Directiva (UE) 2023/1791 del Parlamento Europeo y del 
Consejo de 13 de septiembre de 2023 relativa a la eficiencia energética y por la que se 
modifica el Reglamento (UE) 2023/955], y en particular en el caso de edificios, de 
manera que los edificios de nueva construcción deban ser climáticamente neutros a 
partir de 2030 [Directiva (UE) 2024/1275 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 
de abril de 2024, relativa a la eficiencia energética de los edificios (refundición)]. 

Asimismo se ha procedido a la reducción de emisiones de metano (segundo gas de 
efecto invernadero más importante), en especial en el sector energético, con el efecto 
de beneficiar al clima, mejorar la calidad del aire y reforzar la soberanía energética en 
la Unión Europea [Reglamento (UE) 2024/1787 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 13 de junio de 2024, relativo a la reducción de las emisiones de metano en el sector 
energético y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2019/942]. 

Fuera del Paquete “Objetivo 55”, pero claramente integrado como parte de las 
políticas de la Unión Europea para la mitigación del cambio climático, está el impacto 
de la tecnología digital en la sostenibilidad climática o Green Data, tanto al respecto 
del alto y creciente consumo energético que supone la misma, como en relación a su 
instrumentación a su favor. En este sentido, la Comisión Europea presentó en 2021 
una estrategia para la transformación digital de Europa a 2030 a modo de “Brújula 
Digital” [Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones, “Brújula Digital 2030: el 
enfoque de Europa para el Decenio Digital”, de 9 de marzo de 2021, COM(2021) 118 
final], alentando a la transformación digital de la Unión Europea a partir de objetivos 
concretos a la vista de cuatro puntos cardinales; uno de ellos es, precisamente, el 
fomento de unas infraestructuras digitales sostenibles, seguras y eficientes. Al 
respecto, una computación en nube energéticamente eficiente se ha convertido en 
una prioridad para la Unión, de modo que los centros de datos deban ser más 
eficientes energéticamente (menor consumo, reutilización de la energía residual, y uso 
de fuentes de energía renovables), con vistas a ser neutra en carbono de aquí a 2030. 
A estos efectos la Comisión, a partir de un estudio previo de 2020 sobre las tecnologías 
y políticas de computación en nube eficientes desde el punto de vista energético para 
un mercado en la nube respetuoso con el medio ambiente, trabajaba ya en una 
combinación de instrumentos existentes, revisiones de la legislación existente y nuevas 
iniciativas, entre las que destacaba el Reglamento (UE) 2019/424 de la Comisión, de 15 
de marzo de 2019, por el que se establecen requisitos de diseño ecológico para 
servidores y productos de almacenamiento de datos de conformidad con la Directiva 
2009/125/CE del Parlamento Europeo y del Consejo [y por el que se modifica el 
Reglamento (UE) nº 617/2013 de la Comisión], y su ulterior modificación por el 
Reglamento (UE) 2021/341 de la Comisión, de 23 de febrero de 2021, en lo relativo a 
los requisitos de diseño ecológico aplicables a servidores y productos de 
almacenamiento de datos [además de en modificación de los Reglamentos (UE) 
2019/1781, (UE) 2019/2019, (UE) 2019/2020, (UE) 2019/2021, (UE) 2019/2022, (UE) 
2019/2023 y (UE) 2019/2024]. 

También, en el ámbito de los datos y su uso, está la iniciativa de la Comisión Europea 
“GreenData4All”, de 2024, con la que se pretende ahora la transformación ecológica y 
digital de la Unión Europea mediante la actualización de sus normas al respecto de 
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datos geoespaciales medioambientales y sobre el acceso público a la información 
medioambiental; y ello a fin de permitir un mayor intercambio de datos con lo que 
impulsar la innovación y la toma de decisiones en relación a la referida transición 
Europea hacia un futuro más sostenible. 

De interés, además, es la Declaración Europea de 2023 sobre los Derechos y Principios 
Digitales para la Década Digital (2023/C 23/01), cuyo Capítulo VI está dedicado a la 
sostenibilidad, introduciendo principios como la protección del medio ambiente y la 
promoción de la economía circular, los productos y servicios digitales, así como el 
desarrollo y la utilización de tecnologías digitales sostenibles que tengan un mínimo 
impacto negativo ambiental, e incluso, y expresamente, el desarrollo, la implantación y 
el uso activo de tecnologías digitales innovadoras con efectos positivos en el medio 
ambiente y el clima, con el fin de acelerar la transición ecológica23. 

Por último es destacar también la traslación por la Unión Europea de la sostenibilidad 
climática al respecto de la acción de los particulares y especialmente de las empresas, 
a fin de hacerlas partícipes de la responsabilidad colectiva en torno al cambio climático 
[de interés, la Directiva (UE) 2024/1760 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 
de junio de 2024, sobre diligencia debida de las empresas en materia de sostenibilidad 
y por la que se modifican la Directiva (UE) 2019/1937 y el Reglamento (UE) 
2023/2859]. 

 

III. LA FINANCIACIÓN DE LA ACCIÓN POR EL CLIMA EN LA UNIÓN EUROPEA 

Parte esencial del Pacto Verde, como del recién referido Paquete “Objetivo 55”, es el 
establecimiento de un marco de financiación adecuado del proceso de transición 
climática en Europa, y ello ante la evidencia de cómo el coste de dicha transición 
puede resultar no sólo muy elevado, sino, en especial, mal distribuido entre los 
diversos territorios y sujetos implicados. En este sentido, una parte importante de los 
recursos económicos de la Unión Europea se están a destinando a intensificar las 
iniciativas sobre el cambio climático y su transición hacia una economía hipocarbónica 
(o baja en combustibles fósiles), además de eficiente en el uso de recursos y 
sostenible, tanto en Europa como fuera de ésta; y así, que la financiación europea de la 
transición climática acabe formando parte, precisamente, del presupuesto de la Unión 
Europea (de conformidad al art. 311 TFUE).  

Al respecto de lo anterior, el vigente marco financiero plurianual 2021-2027 (al amparo 
ahora del art. 312 TFUE) garantiza que al menos el 25 % del presupuesto europeo sea 
destinado a gastos relacionados con el clima (finalmente un 30 %), ya de manera 

 
23 Sin perjuicio del limitado carácter jurídico de la Declaración (lo más, como soft law, pero al igual que 
no pocas declaraciones y comunicaciones europeas al respecto de la sostenibilidad climática), lo cierto 
es que ya tiene alguna expresión normativa más concreta como acontece con relación al reciente 
Reglamento (UE) 2024/1689 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de junio de 2024, por el que 
se establecen normas armonizadas en materia de inteligencia artificial [y por el que se modifican los 
Reglamentos (CE) 300/2008, (UE) 167/2013, (UE) 168/2013, (UE) 2018/858, (UE) 2018/1139 y (UE) 
2019/2144 y las Directivas 2014/90/UE, (UE) 2016/797 y (UE) 2020/1828], en el que se reconoce no sólo 
la importancia de la inteligencia artificial para combatir el cambio climático (considerandos 4 y 130), sino 
la promoción misma de su sostenibilidad ambiental (considerandos 27 y 165, y arts. 95.2.b y 112.7). 
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concreta o transversal; de este modo, las acciones de adaptación al cambio climático 
terminan por integrarse en buena parte de los principales programas de gasto de la 
Unión, a lo que se le añade un sistema de seguimiento para garantizar el cumplimiento 
de referidos objetivos climáticos. De tales programas, de particular relevancia resultan: 
el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (como parte del Plan de Recuperación de 
Europa, NextGenerationEU), por el que se procura no sólo mitigar el impacto 
económico y social de la crisis de la COVID-19, sino hacer que las economías y 
sociedades europeas estén mejor preparadas para los retos y oportunidades que 
suponen las transiciones ecológica y digital [Comunicación de la Comisión, de 18 de 
mayo de 2022, al Parlamento Europeo, al Consejo Europeo, al Consejo, al Comité 
Económico y Social Europeo y al Comité Europeo De Las Regiones, Plan REPowerEU, 
SWD(2022) 230 final]; el Programa LIFE de Medio Ambiente y Acción por el Clima 
2021-2027, dedicado específicamente a abordar retos medioambientales y 
relacionados con el cambio climático, e integrante de los subprogramas Naturaleza y 
Biodiversidad, Economía Circular y Calidad de Vida, Mitigación del Cambio Climático y 
Adaptación al mismo, y Transición hacia una Energía Limpia [Reglamento (UE) 
2021/783 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2021, por el que se 
establece el Programa de Medio Ambiente y Acción por el Clima (LIFE) y se deroga el 
Reglamento (UE) 1293/2013]; el Segundo Plan Estratégico Horizonte Europa (2025-
2027), aunque relativo a la financiación de la Unión en materia de investigación e 
innovación, abordando expresamente el cambio climático en relación a los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas y la transición climática (o Green 
Transition); la política de cohesión de la Unión Europea, en cuanto que alcanza el 
desarrollo sostenible y la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos fondos 
concretos como el Fondo Europeo de Desarrollo Regional [arts. 174 a 178 TFUE, y 
Reglamento (UE) 2021/1058 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de junio de 
2021, relativo al Fondo Europeo de Desarrollo Regional y al Fondo de Cohesión, y 
Reglamento (UE) 2021/1059 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de junio de 
2021, sobre disposiciones específicas para el objetivo de cooperación territorial 
europea (Interreg) que recibe apoyo del Fondo Europeo de Desarrollo Regional y de los 
instrumentos de financiación exterior], el Fondo de Cohesión [al hilo del Reglamento 
RTE-E (UE) 347/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de abril de 2013, 
sobre orientaciones para las infraestructuras energéticas transeuropeas y por la que se 
deroga la Decisión 1364/2006/CE y se modifican los Reglamentos (CE) 713/2009, (CE) 
714/2009 y (CE) 715/2009, y del Reglamento RTE-T (UE) 2021/1058 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 24 de junio de 2021, relativo al Fondo Europeo de 
Desarrollo Regional y al Fondo de Cohesión], y el Fondo de Transición Justa [como uno 
de los pilares del Mecanismo para una Transición Justa, conforme Reglamento (UE) 
2021/1056 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de junio de 2021, por el que 
se establece el Fondo de Transición Justa].  

Otros instrumentos importantes al respecto de la transición climática son: el Programa 
InvestEU [Reglamento (UE) 2021/523 del Parlamento Europeo y del Consejo de 24 de 
marzo de 2021 por el que se establece el Programa InvestEU y se modifica el 
Reglamento (UE) 2015/1017], el Mecanismo “Conectar Europa” [Reglamento (UE) 
2021/1153 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio de 2021, por el que se 
establece el Mecanismo «Conectar Europa» y se derogan los Reglamentos (UE) 
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1316/2013 y (UE) 283/2014], el Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural 
[Reglamento (UE) 2024/3242 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de 
diciembre de 2024, por el que se modifica el Reglamento (UE) 2020/2220 en lo que 
respecta a las medidas específicas adoptadas con cargo al Fondo Europeo Agrícola de 
Desarrollo Rural para proporcionar ayuda adicional a los Estados miembros afectados 
por desastres naturales], el Fondo Europeo Marítimo, de Pesca y de Acuicultura 
[Reglamento (UE) 2021/1139 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio de 
2021, por el que se establece el Fondo Europeo Marítimo, de Pesca y de Acuicultura, y 
por el que se modifica el Reglamento (UE) 2017/1004], el Mecanismo de Protección 
Civil de la Unión, el Banco Europeo de Reconstrucción y Desarrollo, el Banco Europeo 
de Inversiones, y los programas Erasmus+ y Europa Digital.  

Por otra parte, la Unión Europea también busca corresponsabilizar al sector privado en 
la sostenibilidad climática y en su financiación, fomentado así la inversión privada a 
modo de complemento de la financiación pública en tal sentido. Al respecto de esto, 
desde 2019 la Unión ha venido adoptando una serie de acuerdos y actos legislativos a 
fin de: orientar el capital privado hacia inversiones más sostenibles en el mercado de 
capitales en relación a índices de referencia de bajo impacto carbónico, las normas de 
transparencia y un sistema de clasificación unificado europeo; alcanzar unas directrices 
no vinculantes con las que ayudar a las empresas a divulgar información no financiera 
pertinente de forma más coherente y comparable; y establecer un lenguaje común con 
el que determinar las actividades económicas que pueden ser consideradas sostenibles 
a nivel ambiental [Reglamento (UE) 2020/852 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 18 de junio de 2020, relativo al establecimiento de un marco para facilitar las 
inversiones sostenibles y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2019/2088], al hilo 
de lo cual se ha establecido unos requisitos uniformes para los emisores de bonos que 
deseen utilizar la designación “bono verde europeo” o “BVEu” (bonos que pretendan 
ser sostenibles desde el punto de vista medioambiental), y cuyos ingresos luego han de 
ser invertidos en actividades que estén en consonancia con la referida taxonomía 
[Reglamento (UE) 2023/2631 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de 
noviembre de 2023, sobre los bonos verdes europeos y la divulgación de información 
opcional para los bonos comercializados como bonos medioambientalmente 
sostenibles y para los bonos vinculados a la sostenibilidad]. 

Finalmente, y según se viene adelantando (y conforme a los compromisos alcanzados 
en el Acuerdo de París), la Unión Europea asimismo viene contribuyendo a la 
financiación internacional de la lucha contra el cambio climático, al punto de que ésta 
y sus Estados sean los mayores proveedores mundiales de financiación para la lucha 
contra el cambio climático24.  

 
 

24 Sólo en 2023 se movilizaron 28.600 millones de euros procedentes de fuentes públicas (y otros 7.200 
millones de euros de financiación privada) para apoyar a los países en desarrollo en la lucha contra el 
cambio climático y en adaptarse a sus repercusiones (aumentando en más del doble los fondos 
destinados en 2013 a este concepto), de los cuales 3.200 millones procedieron directamente del 
presupuesto de la Unión (en particular del Fondo Europeo de Desarrollo Sostenible Plus) y otros 2.600 
del Banco Europeo de Inversiones ; por otra parte, más de un tercio del presupuesto de la Unión 
asignado a la ayuda a los Estados vecinos y a los Estados en desarrollo se destinaron así a intensificar las 
iniciativas en materia de cambio climático. 
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IV. LA UNIÓN EUROPEA Y LA GOBERNANZA GLOBAL DEL CLIMA 

Según lo adelantado (y lo referido inmediatamente más arriba), el compromiso 
internacional de la Unión Europea al respecto de la lucha contra el cambio climático ha 
sido (hasta ahora) uno de los elementos no ya esenciales, sino incluso identitarios, de 
la política europea en estas dos últimas décadas. Desde finales de los años ochenta del 
siglo pasado la Unión ha venido desarrollando de manera proactiva un liderazgo de la 
gobernanza global de la sostenibilidad climática (a pesar de la asimétrica posición de 
los Estados miembros al respecto, como de la ínsita complejidad que supone siempre 
la acción cooperativa a nivel internacional); otra cosa es, no obstante, el peso efectivo 
de otros Estados en dicha gobernanza en cuanto que grandes contaminadores25, y más 
como pueda resultar Europa al tiempo en dicha cruzada climática a tenor de la crisis en 
la que se encuentra hoy (conforme lo señalado al comienzo de estas páginas y lo que 
luego se venga a incidir). Con todo, e insistimos, la Unión Europea ha desarrollado un 
papel de vanguardia ante el cambio climático a nivel mundial al adoptar no sólo 
medidas jurídicas pioneras en pro de la sostenibilidad climática (lo que de por sí 
repercute de manera refleja material y jurídicamente en la lucha contra el cambio 
climático con carácter global), sino en relación al impulso de la negociación de 
acuerdos internacionales para la mitigación y la adaptación al cambio climático 
(Diplomacia verde o climática), como fue el Acuerdo de París de 2015, en tanto que 
fruto de la referida Convención Mundial sobre el Clima (Nueva York, 9 de mayo de 
1992, y abierta a la firma el 4 de junio de 1992 en Río de Janeiro). Y desde dicho 
armazón que la Unión continúe participando anualmente en la Conferencia de las 
Partes prevista en dicha Convención Marco a fin de acordar normas actualizadas u 
otras nuevas al respecto (hasta ahora: Bonn, 2017; Katowice, 2018; Madrid, 2019; 
Glasgow, 2021; Sharm el-Sheij, 2022; Dubái, 2023; y Bakú, 2024), así como en otros 
encuentros internacionales (p.e. la Cumbre de las Naciones Unidas sobre el Clima de 
septiembre de 2019), en ejercicio del propio automandato de liderazgo previsto en el 
señalado Pacto Verde Europeo al amparo del mismo Tratado de la Unión Europea (art. 
21.2.f, además de arts. 216 ss. TFUE). 

No en vano, recuérdese, la sostenibilidad climática y la lucha ante el cambio climático 
es una cuestión que, por su propia naturaleza, necesariamente ha de desplegarse a 
nivel mundial, pues sólo desde dicho marco acaben acciones y respuestas eficaces; y 
de ahí el compromiso europeo a nivel global en relación a una sostenibilidad climática 
global, además de justa respecto a aquellos Estados en peores condiciones para 
afrontarla. De las emisiones mundiales de gases de efecto invernadero, la Unión 
representa sólo el 8 % de las mismas, de modo que es esencial que los demás Estados 
intensifiquen su esfuerzo para reducir sus emisiones ante el calentamiento global. Por 
ello es que a lo anterior se sume una adecuada coherencia climática por parte de la 
Unión Europea en su acción exterior al respecto del desarrollo sostenible 
medioambiental, especialmente en relación a los países en desarrollo (art. 21.2.d TUE, 
y arts. 205 ss. y 220 y 221 TFUE)26. 

 
25 Lázaro Touza (2011, 117-48). 
26 Nuevamente Giles Carnero (2022, 135-156). 
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Para terminar, la Unión Europea, junto con la señalada contribución a la financiación 
internacional de la lucha contra el cambio climático, viene también compartiendo sus 
conocimientos en política climática con Estados terceros, además de ofrecer apoyo 
específico a los Estados más afectados para ayudarles en la transformación de sus 
economías. Y todo ello, a su vez, desde el reconocimiento de las implicaciones que 
tiene el cambio climático en la seguridad y la estabilidad internacional, en incluso al 
respecto de la salud pública a nivel global (tal como se evidenciara faltamente con 
ocasión de la pandemia del COVID19). 

 

V. LA LITIGACIÓN CLIMÁTICA Y LA UNIÓN EUROPEA 

Ciertamente el fenómeno de la litigación climática está recorriendo el mundo, y 
especialmente Europa; sin embargo, su desarrollo está siendo diverso según el ámbito 
estatal, supraestatal o internacional en el que se desenvuelve. De ahí la importancia de 
cómo quepa luego interrelacionar tales marcos, para así prever su ulterior incidencia 
en la Unión Europea (lo que se hará ya en el siguiente y último epígrafe). 

 

1. El cambio climático ante las jurisdicciones de los Estados europeos 

En Sentencia de 20 de diciembre de 2019 el Tribunal Supremo de los Países Bajos vino 
a concluir el caso Urgenda, por el que se condenaba al Estado neerlandés, a instancia 
de una Asociación, a reducir las emisiones de gases invernadero en el país en un 20% a 
partir de 2020, y ello sin existir una norma jurídico-estatal expresa que así lo 
estableciera en tal momento (si bien en base al Derecho internacional, el CEDH y la 
jurisprudencia del TEDH); el Tribunal consideró probado un cambio climático peligroso 
para las personas, a partir de lo cual afirma la obligación jurídica del Estado holandés 
de protegerlos, para lo que limita la libertad de elección de los poderes públicos en la 
toma de decisiones en materia climática27. 

Por otro lado la Decisión del Conseil d'Êtat francés, en el caso Commune de Grande-
Synthe et autre (427301) de 2020 (completada con otra de 2021), vino ahora a obligar 
al Gobierno francés a justificar (en tres meses!) si podría cumplir, o no, la reducción de 
emisiones para 2030. En este supuesto es un municipio, el de Grande-Synthe, el que se 
solicitó al Estado francés que adoptara (en un plazo de seis meses) todas las medidas 
necesarias para reducir la curva de emisiones de gases de efecto invernadero 
producidas en el territorio nacional, a fin de cumplir los compromisos nacionales e 
internacionales asumidos por Francia; al no obtenerse respuesta alguna en el plazo de 
dos meses desde tal solicitud (lo que suponía su denegación), es cuando aquél recurrió 
al Conseil d'Êtat solicitando su anulación28. 

 
27 Sin embargo el caso cabe ser reconducido a 2015, pues la referida Sentencia realmente resuelve un 
recurso de casación contra una anterior Sentencia de 2018 dictada por el Tribunal de Apelación de la 
Haya, la cual resolvía, a su vez, otro recurso contra una Sentencia de 2015 de un tribunal de Distrito de 
La Haya en tal sentido. Sobre este caso, Parejo Navajas (2016, 259-279); y De la Cámara (2022, 299-330). 
28 Torre-Schaub (2023). 
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Y por último está la trascendental Sentencia del Tribunal Constitucional alemán de 24 
de marzo de 2021 sobre la Ley de Protección del Clima, de 2019 (Klimaschutzgesetz, 
estableciendo el plan del Estado alemán para cumplir los objetivos de reducción de 
emisiones recogidos en el Acuerdo de París de 2015), en la que vendría a declararse su 
inconstitucionalidad por insuficiente regulación al reconocer cierta vulneración de las 
libertades de los más jóvenes, así como de las generaciones futuras ante las cargas de 
reducción de emisiones previstas en el futuro de no acometerse adecuadamente éstas 
en el presente; y a tales efectos, que el Tribunal condenara al legislador alemán a 
regular nueva y adecuadamente el establecimiento de los objetivos de reducción de 
emisiones a partir de 2030 antes del 31 de diciembre de 202229. 

 

2. La litigación climática en la Unión Europea 

En cuanto a la litigación climática en la Unión Europea, ésta se presenta de manera 
compleja y diversa en razón no sólo de los actores intervinientes en la misma 
(personas, empresas, Estados, e instituciones europeas, además de jurisdicciones 
nacionales y de la Unión), y de los potenciales procesos que la jurisdicción europea 
prevé (así, principalmente, los recursos por incumplimiento, de anulación, por omisión 
y por responsabilidad extracontractual, además de las cuestiones prejudiciales)30, sino 
por la disparidad de conflictos que la anterior normativa de la Unión en materia 
climática puede dar lugar: de esta forma, por un lado, están numerosos casos en los 
que la jurisdicción de la Unión Europea ha resuelto asuntos relativos a la realización, 
aplicación y/o interpretación de una norma referida al paquete jurídico con el que la 
Unión quiere dar respuesta al cambio climático (según se ha visto), y en los que tal fin 
es apreciado judicialmente únicamente de manera tangencial31; y por otro, es que se 

 
29 Entre otros, Palombino (2024, 243-296). 
30 De manera crítica, Martínez Jiménez (2018). 
31 Es el caso, p.e., del asunto T-263/07, en el que se reclamó la anulación de una Decisión de la Comisión 
de 4 de mayo de 2007 sobre el plan nacional de asignación de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero de la República de Estonia para el período 2008 y 2012, de conformidad con la inicial 
Directiva 2003/87/CE, y dando lugar a la Sentencia del Tribunal de Primera Instancia (Sala Séptima) de 
23 de septiembre de 2009; también está el caso C-320/19, relativo a una petición de decisión prejudicial 
planteada por el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo de Berlín (resolución de 1 de abril de 2019, 
en relación a un procedimiento entre la Ingredion Germany GmbH y la República Federal Alemana) al 
Tribunal de Justicia (Sala Quinta) al respecto de la interpretación del artículo 18, apartado 2, párrafo 
segundo, de la Decisión 2011/278/UE de la Comisión (de 27 de abril de 2011) por la que se determinan 
las normas transitorias de la Unión Europea para la armonización de la asignación gratuita de derechos 
de emisión con arreglo al art. 10 bis de la Directiva 2003/87/CE (nuevamente), y resuelto por Sentencia 
de 3 de diciembre de 2020; asimismo se pueden señalar los asuntos acumulados C-215/16, C-216/16, C-
220/16 y C-221/16, relativos a sendas peticiones de decisión prejudicial planteadas por el Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla-La Mancha en 2016 (autos de 8, 11 y 12 de abril) y resueltos por el 
Tribunal de Justicia (Sala Primera) en Sentencia de 20 de septiembre de 2017; el caso T-126/19, por el 
que la empresa polaca Krajowa Izba Gospodarcza Chłodnictwa i Klimatyzacji vino a reclamar la anulación 
de la Decisión de la Comisión de 11 de diciembre de 2018 por la que se asignara a aquélla una cuota de 
4.096 toneladas equivalentes de CO2 de hidrofluorocarburos para el año 2019, y al tiempo resuelta en 
su Sentencia de 16 de junio de 2021 (Sala Primera); o el asunto T-9/19, en el que la empresa ClientEarth 
vendría ahora a demandar el Banco Europeo de Inversiones (BEI) ante el Tribunal General al respecto de 
la financiación de un proyecto de central eléctrica de biomasa, y resultando al tiempo resuelta por 
Sentencia de 27 de enero de 2021 (Sala Segunda ampliada). 
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adviertan un par de casos interesantes en los que, ahora sí, se impugna la validez de 
normas de la Unión Europea al respecto del cambio climático por cuanto que 
insuficientes al respecto32. En este sentido cabe recoger el asunto C-366/10, relativo a 
una cuestión prejudicial de validez sobre la Directiva 2008/101/CE, de 19 de 
noviembre de 2008, por la que se modificó la Directiva 2003/87/CE con el fin de incluir 
las actividades de aviación en el régimen comunitario de comercio de derechos de 
emisión de gases de efecto invernadero; ésta fue planteada por la High Court of Justice 
(England & Wales), Queen’s Bench Division (Administrative Court), por resolución de 8 
de julio de 2010, para ser resuelta luego por el Tribunal de Justicia (Gran Sala) en 
Sentencia de 21 de diciembre de 2011. En ella, y al hilo de la participación de la Unión 
Europea de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y el 
Protocolo de Kyoto, el Tribunal considera: primero, la vinculación de las instituciones 
de la Unión Europea a los acuerdos internacionales celebrados por la Unión, de modo 
que éstos alcanzan primacía sobre sus actos, pudiendo incluso a afectar a la validez de 
los mismos en caso incompatibilidad entre unos y otros; segundo, y para declararse 
judicialmente esto último, el Tribunal ha de constatar que la vinculación está 
efectivamente sustentada en normas internacionales (como pueden ser dichos 
acuerdos), además de que, desde el punto de vista del contenido de aquéllas, resulten 
“incondicionales y suficientemente precisas” de modo que la disposición invocada 
contenga “una obligación clara y precisa que, en su ejecución o en sus efectos, no se 
subordin[e] a la adopción de acto ulterior alguno”; tercero, y en relación al Protocolo 
de Kyoto, cómo efectivamente “establece compromisos cuantificados de reducción de 
las emisiones de gases de efecto invernadero en relación con el período de 
compromiso correspondiente a los años 2008 a 2012”, si bien las Partes de éste 
“pueden cumplir sus obligaciones del modo y al ritmo que acuerden”33. Por último, y 
de interés también al respecto de estas páginas, es cómo para el Tribunal el hecho de 
que en el contexto de aplicación de la normativa medioambiental de la Unión Europea 
existan factores que “tengan su origen en un hecho que se desarrolla en parte fuera de 
ese territorio no puede oponerse […] a la plena aplicabilidad del Derecho de la Unión 
en dicho territorio”. 

El otro gran caso de auténtica litigación climática en la Unión Europea, y en el que se 
llega a reclamar judicialmente responsabilidad a ésta por una deficiente protección en 
relación a las negativas consecuencias del cambio climático para las personas, además 

 
32 De Miguel Perales (2024, 95 ss.). 
33 Así, y según el Tribunal, al prever únicamente el art. 2, apdo. 2, del Protocolo de Kyoto “que las Partes 
del mismo procurarán limitar o reducir las emisiones de ciertos gases de efecto invernadero generadas 
por los combustibles del transporte aéreo trabajando por conducto de la OACI”, es que no quepa 
“considerar que dicha disposición revista, por su contenido, un carácter incondicional y suficientemente 
preciso a efectos de generar para el justiciable el derecho a alegarlo ante los órganos jurisdiccionales 
para impugnar la validez de la Directiva 2008/101” y, por tanto, que “el Protocolo de Kyoto no puede ser 
invocado en el contexto de la presente remisión prejudicial para apreciar la validez de la Directiva 
2008/101”. Otra cosa es qué pueda acontecer con otros instrumentos internacionales más concretos 
como es el caso del art. 15, apdo. 3, del Acuerdo de Cielos Abiertos entre la Unión Europea y los Estados 
Unidos de 2007, conforme al cual, según el Tribunal, las Partes contratantes tienen “la obligación de 
observar la normas de protección medioambiental que figuran en los anexos al Convenio de Chicago, 
excepto si se han notificado diferencias”, por cuanto que de ello sí se revela obligaciones incondicional y 
suficientemente precisas como “para que el Tribunal de Justicia pueda apreciar la validez de la Directiva 
2008/101 en relación con tal disposición”. 
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de en relación a la falta de validez de diversos instrumentos normativos de la Unión, ha 
sido el asunto C-565/19 P; éste fue inicialmente inadmitido por el Tribunal General 
mediante Auto de 8 de mayo de 2019, y luego resuelto en casación por el Tribunal de 
Justicia (Sala Sexta) en Sentencia de 25 de marzo de 2021, desestimándose también. El 
caso, de manera sintética, consistió en la impugnación judicial por 36 personas 
pertenecientes a familias de diversos Estados miembros de la Unión Europea 
(Alemania, Francia, Italia Portugal y Rumanía) y del resto del mundo (Kenia y Fiyi), así 
como una asociación sueca (de jóvenes samis autóctonos), de la Directiva (UE) 
2018/410 [del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de marzo de 2018, por la que 
se modifica la Directiva 2003/87/CE y la Decisión (UE) 2015/1814] y de los referidos 
Reglamentos (UE) 2018/841 y 2018/842 en razón a su falta de validez parcial (recurso 
de anulación), junto con el reconocimiento de una indemnización por los daños 
ocasionados. Y todo ello en base: de un lado, a la ratificación primero por la Unión 
Europea del Protocolo de Kioto (Decisión 2002/358/CE del Consejo) y del Acuerdo de 
París (Decisión (UE) 2016/1841 del Consejo), los cuales vendrían a exigir medidas más 
intensas que las efectivamente adoptadas por la Unión Europea en dicha normativa en 
relación a la contención del cambio climático (incluso, que se ordenara al Parlamento 
Europeo y al Consejo de la Unión Europea la adopción de medidas que hubieran 
exigido una reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero para 2030 de al 
menos entre un 50 % y un 60 % con respecto a sus niveles de 1990); y de otro, a la 
Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea, al haberse vulnerado derechos 
reconocidos en la misma. Centrándonos en la Sentencia del Tribunal de Justicia de 25 
de marzo de 2021, ésta, por una parte, revalida la inadmisión del caso por el Tribunal 
General en el Auto de 8 de mayo de 2019 en la que se declaraba al falta de legitimidad 
de los recurrentes (conforme art. 263, pár. 4, TFUE34. Y ello, incluso, a pesar de “la 
alegación de que los actos controvertidos vulneran derechos fundamentales”, al ser tal 
invocación abstracta y sin concretar35; el Tribunal de Justicia (siembre según la 
Sentencia) no puede, sin excederse en sus competencias, interpretar estos requisitos 
de una manera tal que se aleje de lo que prevé expresamente en citado artículo 263 
del Tratado de Funcionamiento, y por más que incida en el derecho fundamental a la 
tutela judicial efectiva garantizado por la Carta36.  

 
34 Según el Tribunal, “el hecho de que los recurrentes […] se vean afectados de manera diferente por el 
cambio climático no basta por sí solo para acreditar la legitimación de dichos recurrentes para 
interponer un recurso de anulación contra un acto de alcance general como los actos controvertidos”; 
“las personas físicas o jurídicas sólo cumplen el requisito de afectación individual si el acto impugnado 
les afecta en razón de determinados atributos que les son propios o en razón de circunstancias que las 
diferencian de todas las demás personas y, en virtud de estos elementos, las distingue individualmente 
al igual que a la persona destinataria”. 
35 Sigue diciendo la Sentencia: “Dado que, como se desprende del apartado 46 del auto recurrido, los 
recurrentes se limitaron a invocar, ante el Tribunal General, una vulneración de sus derechos 
fundamentales, deduciendo de dicha vulneración una afectación individual, basándose en que los 
efectos del cambio climático y, por consiguiente, la vulneración de los derechos fundamentales son 
únicos y diferentes para cada individuo, no puede considerarse que los actos controvertidos afecten a 
los recurrentes en razón de determinados atributos que les son propios o en razón de circunstancias que 
los diferencian de todas las demás personas y que, en virtud de estos factores, los distinguen 
individualmente al igual que en el caso de la persona destinataria”. 
36 Por otra parte, para terminar, y en cuanto a la petición de indemnización, el Tribunal de Justicia 
consideró que dicha pretensión no tiene realmente “por objeto obtener una indemnización por los 
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3. El cambio climático y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

El 9 de abril de 2024 el Tribunal Europeo de Derechos Humanos hacía pública tres 
Sentencias en materia climática sobre los siguientes asuntos: Duarte Agostinho y otros 
c. Portugal y otros 32 Estados, Carême c. Francia, y Verein KlimaSeniorinnen Schweiz et 
al. c. Suiza; sin embargo, únicamente en el tercer caso el Tribunal acabó, no sólo por 
resolverlo, sino condenando al Estado suizo como responsable de la violación del 
derecho a la vida privada y familiar (art. 8 CEDH)37 de un grupo de mujeres (de 
avanzada edad y residentes en Suiza), dada la pasividad legislativa de aquél en la 
adopción de medidas concretas y pertinentes frente al cambio climático38. Al respecto 
de la argumentación de la Sentencia, dada su relevancia39, destacan (a los efectos de 
estas páginas) los siguientes puntos:  

Primero, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos da por sentado que existen 
indicios suficientemente fiables de que el cambio climático antropogénico 
efectivamente existe, y plantea una grave amenaza actual y futura para el disfrute de 
los derechos humanos; además, los Estados son conscientes de ello y capaces de 
adoptar medidas para hacerle frente. En este sentido, considera también que los 
riesgos serán menores si el aumento de la temperatura se limita a 1,5º C por encima 
de los niveles preindustriales, para lo que se ha actuar con urgencia, ante la 
insuficiencia de los actuales esfuerzos mundiales para tal mitigación. 

Segundo, teniendo en cuenta el Tribunal la relación causal entre las acciones y/u 
omisiones del Estado relativas al cambio climático y el daño (o riesgo de daño) que 
afecta a las personas, éste considera que el artículo 8 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos engloba el derecho a una protección eficaz por parte de las 
autoridades del Estado frente a los efectos adversos graves del cambio climático sobre 
la vida, la salud, el bienestar y la calidad de vida. 

Tercero, y a la vista de lo anterior, es que el Tribunal afirme que los Estados tienen la 
obligación positiva de establecer un marco legislativo y administrativo pertinente y 
actualizado para garantizar una protección eficaz de la salud y la vida de las personas, 
así como el deber de aplicar ese marco jurídico de manera efectiva en la práctica. A los 
efectos de la evaluación de dichas obligaciones por los Estados, se ha de considerar si, 
en la forma de concebir y/o aplicar las medidas pertinentes, éstos se han mantenido 
dentro del margen de apreciación. Aunque en los casos relacionados con cuestiones 
medioambientales el Tribunal Europeo de Derechos humanos viene reconociéndolos 

 
perjuicios atribuibles a un acto u omisión ilícitos, sino modificar los actos controvertidos”, 
sustituyéndolos “por nuevas medidas más severas que las actualmente establecidas en materia de 
reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero”. 
37 También se consideró violación del derecho de acceso a un tribunal, conforme los arts. 6 y 13 CEDH. 
38 En el asunto Duarte Agostinho y otros c. Portugal y otros 32 Estados un grupo de jóvenes portugueses 
habían demando a todos los Estados de la Unión Europea, junto a Reino Unido, Suiza, Noruega, Rusia y 
Turquía, viniéndose a inadmitir finalmente la demanda por falta de agotamiento de los recursos 
internos nacionales, además de por falta de claridad respecto a la situación individual de los 
demandantes y de su condición de víctimas; asimismo en el caso Carême c. Francia se terminó por 
inadmitirlo, al no responder el demandante a los criterios de condición de víctima. 
39 Sobre ésta, y entre otros, Doreste (2024, 139-144); y Bouazza Ariño (2024, 155-192). 
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de manera amplia, en esta ocasión no es así; y ello no tanto en relación alcance de 
tales obligaciones, dada la naturaleza y la gravedad de la amenaza, el consenso general 
sobre lo que está en juego para garantizar el objetivo general de una protección eficaz 
del clima mediante objetivos globales de reducción de los gases de efectos 
invernaderos, y los compromisos internacionales aceptados por los Estados para 
alcanzar la neutralidad en carbono (Acuerdo de París). Otra cosa es un mayor margen 
de apreciación sobre la elección de los medios a utilizar, pero siempre que se haya 
abordado el asunto con diligencia debida, y se haya tenido en cuenta todos los 
intereses en conflicto. 

Cuarto, y para terminar, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos recuerda el 
compromiso de los Estados de acatar sus sentencias definitivas; y no sólo en relación al 
pago de cantidades en concepto de satisfacción equitativa a los afectados, sino 
también en relación a la adopción de medidas que deban adoptarse en sus respectivos 
ordenamientos internos para poner fin a la violación constatada por el Tribunal y 
reparar, en la medida de lo posible, sus efectos (art. 46 CEDH). Sin embargo, y a pesar 
del carácter esencialmente declarativo de las Sentencias del Tribunal, éste puede, 
como sucede en este caso, indicar a los Estados demandados el tipo de medida que 
podrían adoptar para poner fin a la situación que ha dado lugar a la constatación de 
una violación40. 

 

4. Dictamen (opinión consultiva) de la Corte Internacional de Justicia de La Haya, de 
23 de julio de 2025, sobre las obligaciones de los Estados al respecto del cambio 
climático 

El 23 de julio de este año (2025) la Corte Internacional de Justicia de la Haya resolvía 
una consulta de la Asamblea General de Naciones Unidas (resolución 77/276, de 29 de 
marzo de 2023)41 mediante un histórico dictamen no vinculante en relación a dos 
grandes cuestiones: ¿qué obligaciones tienen los Estados, conforme al Derecho 
internacional, para hacer frente a la crisis climática?, y ¿a qué consecuencias legales se 
enfrentan éstos si no actúan y causan daños irreversibles? 

A tales efectos la Corte Internacional de Justicia comienza su opinión determinando el 
marco jurídico internacional relativo al cambio climático. Destaca no sólo su carácter 
amplio, sino su condición compuesta (y consiguientemente compleja), al quedar 
constituido, primeramente, por muy diversos tratados internacionales acordados por 
los Estados: desde la Carta de las Naciones Unidas (cuyo art. 1, recuérdese, insta a la 
cooperación internacional para la resolución de los problemas globales), a los 
Convenios específicamente destinados al cambio climático (la Convención Marco de 

 
40 Por cierto, es que al tiempo el Parlamento y el Consejo Federal suizo vinieran a adoptar sendas 
declaraciones (respectivamente, 12 de junio y 28 de agosto de 2024) en las que, reconociendo el valor y 
la importancia de las Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, se criticaba la Sentencia 
por extralimitación en las competencias de éste ante los Estados. 
41 Ello a iniciativa de un grupo de 27 jóvenes estudiantes de Derecho de las islas del Pacífico, luego 
impulsada y redirigida por Vanuato (un pequeño país insular en riesgo de desaparición por la subida del 
nivel del mar), liderando una coalición de otros 132 Estados especialmente vulnerables ante el cambio 
climático. Sobre esta petición a la Corte, Escobar Vargas y Calva Torres (2023). 
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las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, el Protocolo de Kioto y el Acuerdo de 
París, reforzándose unos a otros), así como otros que entran en contacto con el tema 
(como la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar y otros relativos 
al medio ambiente: la Convenio de Viena para la Protección de la Capa de Ozono, el 
Protocolo de Montreal -incluida su Enmienda de Kigali-, el Convenio sobre la 
Diversidad Biológica y la Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra la 
Desertificación), además de los tratados fundamentales en derechos humanos 
(incluidos expresamente el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales). Pero también, y 
especialmente relevante, está el propio Derecho consuetudinario internacional, del 
que se deducen no sólo deberes (como el deber de prevenir daños significativos al 
medio ambiente y el de cooperar para la protección del medio ambiente), sino otros 
principios rectores (desarrollo sostenible, responsabilidad común pero diferenciada 
según capacidad, equidad, equidad intergeneracional y precaución) destinados a la 
interpretación y aplicación de otras normas jurídicas más directamente relevantes; y 
de este modo que se derive cómo los Estados que no han firmado el Acuerdo de París, 
como los que deseen abandonarlo, resultan asimismo obligados por el Derecho 
internacional a proteger el medio ambiente, incluida la sostenibilidad climática. Esto 
último, sin duda, supone un gran salto al respecto del régimen jurídico internacional en 
relación al cambio climático, al quedar todo los Estados sujetos, en materia climática, a 
dicho marco internacional. Por otra parte, la Corte recuerda que los tratados sobre el 
cambio climático y otros tratados ambientales relevantes, así como el Derecho 
internacional de los derechos humanos y las obligaciones pertinentes del Derecho 
internacional consuetudinario, no resultan excluyentes en su aplicación, sino que se 
informan mutuamente. 

Entrando ya en la sustancia de la consulta, la Corte Internacional de Justicia constata la 
realidad científica del cambio climático, así como el carácter humano del origen de 
este cambio, para afirmar después la gravedad de las consecuencias del mismo para 
los ecosistemas naturales y las poblaciones humanas, poniendo también en relieve lo 
urgente y existencial de tal amenaza: el cambio climático es, por tanto, un desafío sin 
precedentes de proporciones civilizatorias. Ante tal panorama, la Corte es que venga al 
tiempo a reconocer un derecho a un medio ambiente limpio, saludable y sostenible 
como auténtico derecho humano42, incluso de condición esencial, o fundamental,  en 
tanto que necesario para el disfrute de los demás derechos humanos; y esto no sólo en 
relación a las personas de las generaciones presentes (en atención al daño que ya 
sufrimos como consecuencia del cambio climático), sino a las futuras. No es, sin 
embargo, que se llegue a establecer un marco específico en protección de las próximas 
generaciones y sus potenciales derechos ante los gravísimos efectos climáticos que se 
avecinan, pero sí que las generaciones futuras se tienen en cuenta a la hora de 
evaluarse qué medidas se han establecer a tenor de los efectos futuros del cambio 
climático.  

En cuanto a la primera cuestión planteada a la Corte Internacional de Justicia, ésta 
reconoce la obligación expresa de los Estados de prevenir y mitigar de manera efectiva 

 
42 Ya, sobre la sostenibilidad climática como auténtico derecho subjetivo, y no como mera proyección de 
la obligación de los poderes públicos en torno al cambio climático, Quirico (2025, 183-209). 
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el cambio climático. En este sentido, los Estados tienen el deber de prevenir daños 
significativos al medio ambiente, incluyendo la protección del clima, para lo que han 
de utilizar todos los medios a su alcance; y ello, al punto de que si los Estados no 
desarrollan y ejecutan los planes más ambiciosos posibles para hacer frente al cambio 
climático, estarían incumpliendo las obligaciones asumidas en el Acuerdo de París; y en 
esta línea, que tal incumplimiento se considere por el Tribunal como un acto 
internacionalmente ilícito. De este modo los Estados están obligados a cumplir con el 
objetivo de mitigación del cambio climático con la mayor ambición posible, para lo que 
deben hacer una contribución genuina al esfuerzo global en ese sentido. La mera 
presentación de planes o la aprobación de normas, sin aplicación ni resultados, se 
considera insuficiente: así, debida diligencia como estándar de conducta, de modo que 
los Estados utilicen todos los medios a su disposición. Consecuentemente, tal deber de 
aplicar medidas de mitigación con el fin de alcanzar los objetivos climáticos va a incidir 
también en la discrecionalidad tradicionalmente reconocidas a los Estados, resultando 
ahora ésta limitada al respecto del cumplimiento efectivo de dichas obligaciones; y es 
que en el contexto actual, debido a la gravedad de la amenaza que supone el cambio 
climático, el referido estándar de diligencia debida que debe aplicarse en este tema 
debe ser bastante estricto. Por tanto, los Estados deben hacer todo lo posible en sus 
manos para garantizar que las medidas que tomen reduzcan las emisiones y 
contribuyan al objetivo de evitar un aumento global de la temperatura de 1,5º C. 
Asimismo, los Estados están obligados a formular y aplicar medidas de adaptación en 
relación al cambio climático a fin de una mayor resiliencia climática, y teniendo en 
cuenta a las personas, los lugares y los ecosistemas vulnerables. 

Por otra parte la Corte Internacional de Justicia reconoce el deber específico de los 
Estados de cooperar y asistencia entre sí para prevenir los daños causados por el 
cambio climático ante su consideración global, lo cual (y junto con lo que a 
continuación se expone) constituye una auténtica victoria para los Estados más 
vulnerables al cambio climático43, al venir a responsabilizar a los Estados más ricos y 
fuertes con aquéllos en desarrollo y que resultan más vulnerables en relación al clima; 
a tales efectos los primeros deberán aportar financiación, transferir tecnología y 
fomentar la capacidad de los otros ante el cambio climático. 

En cuanto a la segunda de las cuestiones planteadas, y respecto a las consecuencias 
jurídicas derivadas de los actos ilícitos, la Corte Internacional de Justicia recuerda que 
éstas dependen de la infracción específica y la naturaleza del daño particular, de modo 
que los Estados tienen el deber continuo de cumplir sus obligaciones, a pesar de su 
incumplimiento; a cesar el acto ilícito si es continuo (lo que puede requerir de la 
revocación de medidas administrativas o legislativas, como la adopción de otras, e 
incluso la exigencia de garantías de no repetición); y a reparar las consecuencias del 
acto ilícito, lo que puede suponer restituciones (restableciendo la situación anterior al 
acto ilícito), compensaciones (cuando la restitución es imposible; corresponde al daño 
económicamente evaluable sufrido) y otras satisfacciones por daños no pecuniarios 
(dependen de la naturaleza y circunstancias del incumplimiento, y puede tomar la 
forma de disculpas formales, reconocimientos públicos, declaraciones, etc.). Los 

 
43 Los cuales, recuérdese, habían acudido al Tribunal frustrados, ante la falta de avances significativos a 
nivel mundial al respecto del cambio climático. 
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Estados pueden así ser considerados responsables jurídicamente ante otros; incluso se 
puede llegar a condenar al pago de indemnizaciones a los Estados más afectados por el 
cambio climático. No en vano, cualquier Estado lesionado puede invocar por separado 
la responsabilidad de cualquier otro Estado que haya cometido un acto ilícito 
internacional que cause daño al sistema climático, lo que abre la posibilidad de que los 
Estados más vulnerables y afectados por el cambio climático puedan demandar a 
aquellos Estados menos cumplidores de las anteriores obligaciones climáticas44. 

Otra cosa es, claro, la dificultad de cómo determinar jurídicamente quién es 
responsable de qué parte del cambio climático; o para el caso de eventos climáticos 
extremos específicos, cómo demostrar ahora que éste fue causado por el cambio 
climático (lo que se tendrá que determinarse caso por caso). También es problemático 
el propio acceso jurisdiccional de tales Estados al respecto de una demanda judicial 
indemnizatoria, pues únicamente pueden acudir a la Corte Internacional de Justicia 
cuando los Estados demandados hayan aceptado tal jurisdicción, entre los cuales no se 
encuentran, por cierto, ni Estados Unidos ni China; no obstante, aquéllos pueden 
presentar dicha demanda ante tribunales nacionales, citando, eso sí, la opinión 
consultiva de la Corte Internacional de Justicia que estamos comentando. Además, la 
Corte recuerda que esta responsabilidad de los Estados abarca el impacto climático de 
sus empresas en los Estados más vulnerables, sin perjuicio de la obligación de éstas de 
reparar los daños causados por sus emisiones independientemente de donde ocurran; 
y, por tanto, llega a advertir cómo subsidiar la industria de los combustibles fósiles, o 
simplemente aprobar nuevas licencias de petróleo y gas, podrían suponer un 
incumplimiento de las obligaciones de los Estados. 

También de interés, en relación a la específica amenaza del aumento del nivel del mar 
a la integridad territorial y la propia condición de Estado de los pequeños Estados 
insulares, es la afirmación de la Corte Internacional de Justicia de cómo una vez que un 
Estado está establecido (reconocido), la desaparición de uno de sus elementos 
constituyentes, como es el territorio, no necesariamente implicará la pérdida de su 
condición de Estado.  

Con todo, se ha de recordar que este Dictamen u opinión consultiva de la Corte 
Internacional de Justicia no conlleva efectos jurídicos directos sobre los Estados45, 
aunque sí que puede considerarse como la interpretación definitiva o de autoridad del 
marco jurídico internacional al respecto del cambio climático, y de esta forma que el 
resto de tribunales nacionales, supranacionales o internacionales sujetos al mismo 
deban aplicarlo en los términos fijados por aquél; un marco jurídico, por lo demás, 
sólido en cuanto a la acción climática y la rendición de cuentas de los Estados, a tenor 

 
44 Y es que las obligaciones relativas a la protección del sistema climático y otras partes del medio 
ambiente frente a las emisiones antropógenas, en particular la obligación de prevenir daños 
transfronterizos significativos en virtud del derecho consuetudinario internacional, son obligaciones 
erga omnes. Esto significa que todos los Estados tienen un interés jurídico en su protección y pueden 
invocar la responsabilidad de otros Estados por su incumplimiento; no obstante, los Estados no 
lesionados no pueden reclamar una reparación para sí mismos, sino sólo la cesación del acto ilícito, 
garantías de no repetición y la reparación en interés del Estado lesionado o de los beneficiarios de la 
obligación incumplida. 
45 Sobre dichas opiniones consultivas, Ago (1994); también de interés, y más recientemente, Quijano 
Ortiz et al. (2028, 89-119). 
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de la interpretación alcanzada por la Corte Internacional de Justicia en este Dictamen u 
opinión consultiva. Esto, sin duda, puede generar una mayor presión sobre los Estados 
para que tomen medidas más ambiciosas con las que reducir las emisiones, además de 
facilitar litigios futuros relacionados con el cambio climático (permitiendo que Estados 
y las personas afectadas exigir responsabilidades a los Estados que no cumplan con sus 
obligaciones); no en vano, el Dictamen viene a reforzar la conexión jurídica entre el 
cambio climático y los derechos humanos. Como poco, esta opinión de a Corte 
Internacional de Justicia debería promover una mayor conciencia social sobre la 
protección del medio ambiente y el cambio climático46.  

 

VI. CONSIDERACIONES FINALES: LA SOSTENIBILIDAD CLIMÁTICA EN EUROPA COMO 
OBLIGACIÓN JURÍDICA 

Según se ha visto, la Unión Europea, a luz del Acuerdo de París de 2015 y el Pacto 
Verde Europeo en 2019, vino a reimpulsar de manera intensa la lucha contra el cambio 
climático en y desde Europa47. Otra cosa está siendo, a pesar de su efectivo desarrollo, 
la situación de recesión en la que se encuentra la Unión, poniendo en peligro dicho 
impulso. La crisis del COVID primero, y la de la guerra de Ucrania después, y la 
situación de debilidad que finalmente ello ha supuesto para la Unión Europea, ha 
venido a rebajar ya las anteriores expectativas en relación a la lucha contra el cambio 
climático; sin más, atiéndase a los cambios que en materia energética desde entonces 
se han dado aquí (sin más, el señalado plan REPowerEU). A ello habría que sumarle 
ahora la incidencia que en Europa también se está dando del asimismo referido 
movimiento ideológico que a nivel mundial crece en contra de las políticas de 
sostenibilidad, en general, y del cambio climático, en particular; y ello, de manera 
singular, a la vista de cómo este movimiento está siendo impulsado por la 
Administración Trump, a la par que el mercado global resulta vapuleado por sus 
políticas arancelarías poniendo aún más en riesgo la estabilidad económica de Europa 
y con ello sus políticas climáticas. ¿Va a poder la Unión Europea, entonces, resistir la 
ola ideológica revisionista y regresiva que recorre el mundo, en especial respecto al 
cambio climático? 

Por supuesto que el vigente y aún intenso régimen jurídico sobre la sostenibilidad 
climática en Europa (expuesto en las anteriores páginas), como la propia experiencia y 
protagonismo que a nivel internacional ha llevado a cabo la Unión Europea (de nuevo, 
con la llamada diplomacia verde), va a inducir, por sí (por mero impulso cinético), a que 
ésta tienda mantener su posición de liderazgo en la lucha contra el cambio climático48; 
pero ello no supone, sin embargo, su garantía. No en vano ya se advierte, de alguna 

 
46 Como así lo destaca la propia Corte, lo que contrasta con el más que limitado impacto del Dictamen 
en los medios de comunicación españoles y en la opinión pública aquí. 
47 Era tan intensa la propuesta que, incluso, hasta podría haber redefinido el propio Derecho europeo y 
su integración, a partir de los retos que el cambio climático conlleva; sin más, atiéndase a las 
consecuencias que para las clásicas libertades comunitarias podrían haber llegado a suponer medidas 
como la economía circular o el consumo de proximidad, al venir a delimitar aquéllas en relación a un fin 
distinto al mercado.  
48 De interés, sobre tal posición de liderazgo de la Unión Europea al respecto del cambio climático, Giles 
Carnero (2022, 135-156). 
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forma, cierto retroceso a la vista del giro dado por la Comisión de la Unión Europea en 
febrero de 2025 al hilo su nuevo plan de “simplificación” de las reglas 
medioambientales de la Unión Europea en pro de una mayor competitividad de la 
industria aquí, ante la distópica situación económica y de seguridad global provocada 
por la Administración Trump (según se viene indicando)49. Otra cosa es que la 
protección medioambiental esté positivizada a nivel originario en la Unión Europea 
(nuevamente, arts. 3.3 y 21.2.d y f TUE, 191 a 193 TFUE, y 37 CDFUE), pues esto sí 
conlleva un evidente mecanismo de resistencia jurídico-normativa ante posibles 
regresiones en las políticas climáticas de Europa. Sin embargo no se ha de olvidar: de 
un lado, cómo el proceso de constitucionalización de la Unión Europea no ha llegado, 
con todo, a su culminación formal, de modo que no cabe asumir una equiparación 
total entre el régimen jurídico de la Unión Europea y el de los Estados constitucionales 
de Derecho (Balaguer Callejón, 2008, 57-92); de otro, cómo el control del Derecho 
derivado europeo por el Tribunal de Justicia de la Unión queda más sujeto a su 
adecuación a las necesidades del mercado, que a otros contenidos típicamente 
constitucionales como son los propios derechos fundamentales (Weiler, 2012, 13-
40)50; y finalmente, la limitada jurisprudencia que al respecto del cambio climático han 
mantenido hasta ahora los tribunales de la Unión Europea (según se ha visto).  

Por eso es tan importante el potencial impacto de la opinión consultiva de la Corte 
Internacional de Justicia sobre el cambio climático y las obligaciones y responsabilidad 
de los Estados ante el mismo; y ello, en especial, a la hora de reforzar aún más el 
impacto jurídico de las resoluciones tanto de tribunales nacionales (como la Sentencia 
del Tribunal Supremo de los Países Bajos de 2015 en el caso Urgenda, la Decisión del 
Conseil d'Êtat de 2020 en el asunto Commune de Grande-Synthe et autre, o la 
Sentencia del Tribunal Constitucional alemán de 2021 en torno a la Klimaschutzgesetz, 
conforme lo recogido), como del propio Tribunal Europeo de Derechos Humanos (su 
Sentencia de 2024 en el caso KlimaSeniorinnen), al respecto de nuevos casos de 
litigación climática en el ámbito de la Unión Europea y en los que cupiera demandar a 
ésta no ya por los daños que su normativa pueda causar directamente en personas y 
empresas (recuérdese, las Sentencias del Tribunal General, Sala Cuarta, de 6 de mayo 
de 2020 en el asunto T-141/19, y la del Tribunal de Justicia, Sala Sexta, de 25 de marzo 
de 2021 en el asunto C-565/19 P), sino simplemente por no acometer ahora adecuada 
y suficientemente medidas necesarias y posibles ante el cambio climático. Claro que, 
como se ha adelantado, dicho Dictamen de la Corte Internacional de Justicia no es 
jurídicamente vinculante. Pero, y como asimismo se ha referido, puede tener una gran 
peso político y jurídico (de autoridad), pues a partir de aquél, la interpretación que del 
Acuerdo de París y del Derecho internacional en materia ambiental y climática vayan a 
hacer los tribunales de la Unión Europea debería adecuarse a los cánones delimitados 
por dicho Dictamen; y ello, finalmente, ante el riesgo universal y existencial que está 
originando un cambio climático a su vez causado por la actividad humana y de la que 

 
49 Asimismo, habría que hacer referencia al paquete Ómnibus de simplificación sobre agricultura, 
presentado el 14 de mayo de 2025 por la Comisión Europea, o a la retirada también por ésta, este junio, 
del proyecto de la Directiva de Declaraciones Ambientales de la Unión Europea. 
50 No en vano, recuérdese cómo el Tribunal de Justicia de la Unión Europea dictaminó en contra de que 
la Unión firmara el Convenio Europeo de Derechos Humanos (Dictamen 2/13, de 18 de diciembre de 
2014), por más que así esté expresamente previsto por el propio Tratado de la Unión Europea (art. 6.2 
TUE); sobre esto, Azpitarte Sánchez (2015, 243 ss.). 



De Lege Ferenda 3 (2025) 
Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), pp. 36-67 

 

 64 

son responsables el última instancia los Estados, como también la misma Unión 
Europea. Además, y de no hacerlo así los tribunales de la Unión Europea, es que éstos 
puedan verse avocados a un enfrentamiento tanto con los más altos tribunales 
nacionales, como con el propio Tribunal Europeo de Derechos Humanos, al hilo, ahora, 
del alcance que del Derecho internacional en materia de cambio climático se ha 
definido en el comentado Dictamen, y a tenor de las disonancias que entre unos y 
otros tribunales europeos ya se dan al respecto de la garantía de los derechos de las 
personas (Sánchez Barrilao, 2024, 315-345). 
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